
BOME NÚM. 4524 - MELILLA, VIERNES 25 DE JULIO DE 2008 - PAG. 2932

auditados en los términos exigidos por la legislación
mercantil y sectorial aplicable.

9.- Conservar los documentos justificativos de la
aplicación de los fondos recibidos, incluido los docu-
mentos electrónicos, en tanto puedan ser objeto de
las actuaciones de comprobación y control.

10.- Presentar cuantos informes técnicos o infor-
mativos sean solicitados por la Consejería
concedente.

Artículo 19. Reintegro.

 Son causas de reintegro las previstas  en el
artículo 37 de la Ley General de Subvenciones.

Asimismo podrá dar lugar al reintegro el incumpli-
miento el deber de comunicar a la Consejería
concedente la obtención de ayudas, subvenciones
por la misma finalidad así como la negativa u obstruc-
ción a las actuaciones de control y comprobación
por parte de la Consejería u órganos competentes de
la Ciudad o de control estatal o comunitario.

El procedimiento de reintegro será el previsto en
los artículos 41 y ss. de la ley General de Subvencio-
nes, así como lo señalado en el artículo 94 y ss. del
Reglamento General de Subvenciones.

Artículo 20. Régimen sancionador.

Se regirá por lo dispuesto en el Título IV de la ley
General de Subvenciones, correspondiendo al Con-
sejero de Economía, Empleo y Turismo la compe-
tencia para la incoación e imposición de las san-
ciones, y la instrucción del procedimiento a la
Dirección General de la Consejería, de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 102 y 103 del
Reglamento General de Subvenciones.

Artículo 21. Sistema de Recursos Administra-
tivos.

De conformidad con el artículo 5 del Reglamen-
to de Organización Administrativa de la Ciudad
Autónoma de Melilla las presentes Bases, aproba-
das por el Consejo de Gobierno de la Ciudad,
ponen fin a la vía administrativa, pudiendo ser
recurridas potes-tativamente en reposición ante el
mismo Consejo de Gobierno, o ser impugnadas
directamente ante el Orden Jurisdiccional Conten-
cioso-Administrativo, de conformidad con los artí-
culos 116 y 117 de la Ley              30/1992 de 26
de noviembre, Ley de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.


